Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.-Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 05 minutos.) 


-Damos inicio a la sesión extraordinaria de la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado a la que fuera convocado el señor Ministro del Interior, a efectos de que, como figura en el 
orden del día, se sirva informar sobre los temas de preocupación pública y sobre la reestructura de la 
Policía Nacional. Tenemos el gusto de recibir, entonces, al señor Ministro, Eduardo Bonomi, al Director 
General de Secretaría, doctor Charles Carrera Leal, y al Director de la Policía Nacional, Inspector 
Principal (R) Julio Guarteche. 


Inicialmente, esta convocatoria, que había sido propuesta por el señor Senador Moreira, 
contó con el apoyo de esta Comisión. 


Solo me resta agregar que debo retirarme a las 17 y 40 minutos, por lo que me va a suceder 
en la Presidencia el señor Senador Pasquet. 


Consulto al señor Senador Moreira si desea hacer una intervención inicial sobre el motivo de 
la convocatoria. 


SEÑOR MOREIRA.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida al señor Ministro del Interior, al señor 
Director General de Secretaría y al señor Director de la Policía Nacional. 


Nosotros habíamos promovido esta invitación a la Comisión de Constitución y Legislación 
hace por lo menos un mes y medio -se demoró un poco más de lo esperado- con motivo de los 
sucesos acaecidos en la Seccional 14? que tomaron estado público y algunas medidas adoptadas en la 
órbita de la Jefatura de Policía de Montevideo. Desde entonces hasta ahora han ocurrido hechos que 
también ameritan el intercambio de opiniones, lo que siempre es positivo, a efectos de informarnos 
quienes tenemos el deber constitucional de controlar al Poder Ejecutivo. Seguramente, los 
representantes políticos y el representante profesional -mezcla de político y profesional- del Ministerio 
del Interior, también tendrán interés en aclarar los hechos y la situación en general con relación a la 
seguridad en Montevideo y en el área metropolitana. 


El 16 de abril ocurrió un hecho en la Seccional 14?, que tuvo una amplia cobertura 
periodística: se habló de hurto, pero tengo entendido que fue una rapiña consumada en pleno barrio 
Carrasco. Según la información que pude extraer de la versión taquigráfica de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes, la 
secuencia de los hechos, en cuanto a cómo se recepciona la denuncia por el llamado al 911, cómo se 
le trasmite a la Seccional 14?, a lo que se agrega una denuncia de la empresa de seguridad, sería la 
siguiente: hay tres comunicaciones distintas, dos a la Comisaría de la 14? y una al 911 que la pasó a la 
Seccional, si no estoy equivocado y, reitero, de acuerdo con lo que leí en la versión taquigráfica de la 
Comisión de la Cámara de Representantes. 


Lo cierto es que no hubo respuesta inmediata, la rapiña que estaba teniendo lugar se 
consumó y, según se señaló, no había móviles disponibles, lo que determinó que la denunciante fuera 
con su propio vehículo a llevar policías. Por lo tanto, se llegó tarde y se frustró la prevención y no se 
pudo evitar que sucediera un delito grave como es el de rapiña. Como consecuencia de esto se abre 
una investigación a nivel de la Jefatura de Policía de Montevideo donde -según también leí- las 
conclusiones a las que había llegado el entonces Jefe de Policía, Comandante Diego Fernández, de la 
Guardia Republicana, tenían que ver con una serie de irregularidades, omisiones, demoras 
innecesarias y una información proporcionada que, según se dice, no se ajustaba a la verdad material 
de los hechos. Con posterioridad, el entonces Jefe Diego Fernández renuncia y lo releva el Inspector 
Layera, quien está al frente de la Jefatura de Policía de Montevideo. Creo que a todo el mundo le llamó 
la atención esta falta de respuesta. 


Hace poco hubo un hecho de distintas características, pero también una rapiña en la 
jurisdicción de la Seccional 18, en un comercio ubicado a una cuadra de la comisaría. Por lo que vimos 
en las noticias la persona rapiñada decía que la policía tardó mucho en concurrir y se consumó la 
rapiña. Después vimos versiones diferentes en cuanto a que se había hecho efectivo un móvil de la 
comisaría, pero de todas formas el hecho se había consumado. 


Lo cierto es que existe una sensación generalizada de que hay en marcha un proceso de 
reestructura de la Jefatura de Policía de Montevideo que, según dice el señor Ministro, pasa por 
diferentes etapas. Se trata de la misma reestructura que genera determinadas alternativas y cambios. 


Recuerdo que hace un año y medio, en oportunidad de la comparecencia del señor Ministro y 
varios de sus asesores en la Comisión Permanente, el entonces recién asumido Jefe de Policía de 
Montevideo, Diego Fernández, habló sobre la reestructura -más concretamente, sobre la creación de 
cuatro zonas- y, entre otras cosas, dijo que en el corto tiempo que llevaba en la Jefatura -once días- se 
habían obtenido logros muy importantes. Incluso, más adelante habló de “grandes logros”. Después 
dijo que la poca gente que había en Montevideo -era el mes de febrero del año pasado- estaba viendo 
que había mayor presencia policial, y agregó que en el mes de marzo íbamos a ver un despliegue muy 
importante de policías. Ha transcurrido ya -como dije antes- un año y medio; el Inspector Diego 
Fernández ya no está, y lo cierto es que, al menos desde el punto de vista de la percepción ciudadana, 
la realidad no ha variado. La gente no percibe una mayor presencia policial en la tarea de prevención 
que, al decir de las propias autoridades del Ministerio, es esencial para evitar la ocurrencia de delitos. 
Recordemos que primero está la prevención; luego viene la disuasión y, por último, la represión. 
Realmente no sentimos que se esté cumpliendo con eso, lo que parece poco lógico, dado que hay 
recursos materiales y también humanos, ya que se han incorporado más efectivos a la Jefatura de 
Policía de Montevideo -mediante el llenado de vacantes- y ha aumentado el número de efectivos de la 
Guardia Republicana que, si bien tiene jurisdicción nacional, desarrolla la mayoría de sus actividades 
en la ciudad de Montevideo. Sin embargo, no percibimos que eso haya traído una sensación de mayor 
seguridad a la población. 


Lamentablemente desconocemos las últimas cifras relacionadas con el tema, pues al 
parecer, el Observatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad no ha publicado las de este año. La 
verdad es que no pude acceder a ningún informe -quizás lo haya, pero, de ser así, no pude 
conseguirlo- de manera que tengo el correspondiente al último semestre del año pasado. 


Como se sabe, en 2012 tuvimos una cifra récord de homicidios, algo que vino a quebrar una 
tendencia histórica en el Uruguay, donde los delitos de homicidio han tenido siempre una gran 
estabilidad, con una fluctuación muy pequeña, en el eje de los 200, 190 y 210. El año pasado la cifra se 
elevó a 267, según datos del Ministerio, mientras que en el Partido Colorado se hablaba de una cifra 
mayor. Aun tomando como cierta la información del Ministerio, se trata de un aumento de un 34% en el 
número de homicidios en el país, dato que es muy preocupante. Recuerdo que en ese momento el 
señor Ministro dijo que en la época del Gobierno del Partido Nacional, cuando quien habla era 
Subsecretario, también había habido un número elevado de homicidios, pero, en fin, lamentablemente 
el año pasado la cifra batió todos los récords históricos. 


A su vez, existen nuevas modalidades delictivas. He escuchado atentamente -y también he 
leído- las declaraciones que ha hecho el señor Ministro al respecto. En esas nuevas modalidades la 
violencia interpersonal ha ganado terreno, los ajustes de cuentas se han hecho cosa frecuente y 
apareció el sicariato, que antes no existía. Recuerdo que el año pasado mataron a un conocido 
narcotraficante -al parecer fue un ajusticiamiento- y han habido muchos casos de ese tipo. A su vez, 
hoy en día los disparos debajo de la cintura se han hecho muy comunes. En fin, se trata de 
modalidades delictivas nuevas que, indudablemente, responden a nuevas formas de asociaciones 
delictivas. A este respecto, el Inspector Guarteche -cuyas declaraciones he leído- habla de un 
incipiente proceso de “feudalización” de determinados territorios. Esos territorios son barrios de 
Montevideo y del área metropolitana donde predomina -o tiene enorme incidencia- la acción de estas 
bandas, que están algo organizadas -aunque no del todo- y siembran el terror entre los vecinos. 


En estos días, lamentablemente, hemos leído y también hemos escuchado decir, incluso a la 
propia Presidenta de ASSE -los vecinos lo dicen, y aquí tengo las crónicas periodísticas- que en 


determinados barrios, como por ejemplo, el Marconi, el Borro y Casavalle, las ambulancias con 
médicos ya no entran si no van acompañados por presencia policial. El punto es que seguramente 
debe ser imposible brindar presencia policial todas las veces que las ambulancias y los médicos deben 
trasladarse a esas zonas. Lo mismo sucede con los repartidores y con los taximetristas que han 
manifestado que no entrarán más a esas zonas por ser constantes víctimas de rapiñas, apedreadas o 
rotura de vehículos. Todo esto es motivo de enorme preocupación en la población e imagino que 
también lo es en las autoridades del Ministerio del Interior, como ya lo han reconocido. 


Por otro lado, el semanario Búsqueda de la semana anterior -no sé si esta información es 
correcta, por ello consulto al señor Ministro- manifiesta que la Policía maneja hipótesis en cuanto a que 
existen bandas criminales con nombre y apellido, cuyos jefes ocasionales están presos como, por 
ejemplo, “Betito” Suárez en cárcel de Libertad, y otros personajes ampliamente conocidos que están 
asolando los barrios, ocupando territorios y parecería que fueran los verdaderos dueños de esos 
lugares, lo cual es un hecho asaz preocupante. 


He escuchado en varias oportunidades al Inspector Guarteche referirse al cambio cultural en 
los valores. Decía que en determinados barrios hay una inmensa cantidad de adictos a la pasta base y 
que residen familias enteras que viven de su comercialización. A su vez, el inspector hacía referencia a 
la cultura del narcotráfico y manifestaba que los niños y adolescentes que residen allí al ser 
consultados sobre qué querían ser cuando fueran grandes, respondían: “narcotraficante”. 


Este es un hecho que realmente nos preocupa y al advertir que los operativos de saturación 
en esas zonas ya no se llevan a cabo, queremos saber qué medidas tomará el Ministerio del Interior 
para evitar esta violencia que se ha asentado en barrios de Montevideo donde vive gente humilde, de 
trabajo, pero donde también muchos delincuentes que son quienes mandan allí. 


Me gustaría escuchar la respuesta de las autoridades del Ministerio porque, además, este 
tema conlleva una reestructura que pasó por la creación de cuatro zonas en Montevideo que tienen 
determinada jurisdicción y cuentan con jefes operativos. Luego de la renuncia del Jefe de Policía 
Fernández, se relevó, además, a los cuatro Directores de las cuatro zonas operativas que eran los que 
llevaban a cabo el proceso de investigación. Anteriormente existía la Dirección de Investigaciones 
repartida entre las cuatro zonas y, actualmente, funciona bajo el mando de esas zonas, el cuerpo de 
Radio Patrulla, que es un cuerpo histórico de la Policía de Montevideo que hoy en día es asiento de 
una de las zonas -si no me equivoco, de la zona 4- pero que sus móviles y funcionarios se han 
repartido por las cuatro zonas operativas. 


También hemos advertido y conversado con Oficiales de Policía que existen visiones 
contrapuestas sobre este tema. El propio Jefe de Policía Fernández ha renunciado a su cargo, aunque 
no conozco el motivo. He leído en la versión taquigráfica de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes lo expresado por el señor 
Ministro cuando hacía referencia a la mentalidad de policía militarizado de Fernández, quien cree más 
en la disciplina, no por convicción, sino de la disciplina de cuartel lo que, para mandar a distancia, no 
funciona. 


En lo que va de esta gestión ministerial, se ha relevado al Jefe de Policía en tres 
oportunidades. Es verdad que los Jefes no tienen que permanecer por mucho tiempo en su cargo, pero 
en tres años, tres Jefes, está revelando que este proceso de reestructura tiene problemas o que 
existen problemas de otra naturaleza y, seguramente, esto afecta una normal y buena operativa en la 
función prevento-represiva de la Jefatura de Policía de Montevideo. 


Por tal motivo, me gustaría saber cuál es la visión que tiene el Ministerio del Interior de todo 
esto y qué esperan de esta transformación en cuanto al futuro, máxime cuando se ha comprado 
armamento e incorporado personal y tecnología. En esa ocasión en la Comisión Permanente se habló 
largamente, porque vinieron muchos técnicos y funcionarios policiales expertos en comunicaciones, en 
transporte, en reparación de vehículos, etcétera, que dieron una visión muy optimista en el sentido de 
que la adquisición de tecnología para comunicaciones iba a mejorar mucho la eficiencia y la operativa 
policial en la capital. Hoy, por lo que he leído, hay 430 patrulleros afectados a la Jefatura de Policía de 


Montevideo y 320 motos; quizás nunca en la historia -y esto hay que reconocerlo- ha habido tantos 
recursos vehiculares disponibles. 


Ahora también se ha cambiado en el tema de la reparación de vehículos. Se cerró Cayma - 
que, según se decía, funcionaba muy mal y podía haber corrupción allí- y se hizo un acuerdo con el 
Centro de Talleristas del Uruguay que, según se afirma, está dando resultados. No obstante, en una 
Seccional como la 14, que creo que tiene 18 o 19 vehículos afectados, cuando un vecino llama no hay 
vehículos disponibles. Esto es realmente muy preocupante. Entonces, quisiera saber qué se está 
haciendo en la materia para atender esta situación. Además, estos sucesos terminaron en una 
denuncia penal radicada ante el Juzgado de Crimen Organizado -que después declinó competencia en 
un Juzgado Penal- por presunta omisión contumacial de los deberes del cargo, no sé si respecto del 
Comisario o del Subcomisario, porque el que atendió la llamada fue este último; el Comisario estaba a 
unas cuadras con el auto que lo transporta, que tampoco se utilizó para nada allí. 


También queremos saber cómo ha mejorado el patrullaje preventivo, porque se adquirieron 
vehículos nuevos. Recuerdo que antes se decía que había 20 patrulleros por turno en Montevideo y 
ahora hay 70 más las motos. Entonces, nos interesa conocer cómo está funcionando esto, qué 
expectativa tiene el Ministerio y qué están revelando las cifras en esta materia, porque por lo menos yo 
no advierto más presencia policial en las calles y si se les pregunta a muchos montevideanos, 
seguramente van a responder lo mismo. Nos gustaría saber, entonces, cómo está jugando esa acción 
preventiva. 


Recuerdo que también se adquirió un sistema de videovigilancia con más de 300 cámaras. La 
gran mayoría de ellas están distribuidas en cárceles, pero 108 están en Montevideo o en el área 
metropolitana. Supongo que estarán instaladas en centros de espectáculos, principales avenidas, 
etcétera. Hace apenas quince días sucedieron unos hechos vandálicos luego del triunfo de Peñarol 
sobre Defensor: algunas personas festejaron una victoria deportiva rompiendo todo. En esa 
oportunidad hubo 29 comercios afectados e incluso un atentado contra la Suprema Corte de Justicia, a 
raíz de lo cual se detuvo a 89 personas. Sin embargo, el Juez actuante las liberó a todas por falta de 
pruebas. Ahora, insisto, han pasado quince días. ¿No hay testimonios gráficos en estas cámaras de 
videovigilancia de todos estos hechos? Queremos saber qué sucedió en esta materia y qué se le ha 
aportado a la Justicia. 


También hemos escuchado versiones contradictorias respecto a esto. Yo leí lo que decía el 
Inspector Guarteche en cuanto a la presencia de grupos radicales en esos atentados contra la 
Suprema Corte de Justicia y una versión diferente de la Dirección Nacional de Inteligencia, que decía lo 
contrario. Queremos saber a qué conclusión se arribó en esta materia, porque nos parece bien 
importante, sobre todo teniendo en cuenta que ya es el segundo hecho de violencia que se produce 
contra la Suprema Corte de Justicia. Todos recordamos que hubo una asonada cuando se relevó a la 
Jueza Motta y ahora se han registrado nuevos hechos vandálicos. Entonces, queremos saber si se 
trató o no de grupos radicales, porque me imagino que debe haber testimonios gráficos. 


Tenemos una ley de violencia en el deporte que fue aprobada en el año 2006 y en esta 
Comisión hoy estamos estudiando la nueva redacción del Código de Faltas, en el que también se 
sanciona como una falta la violencia en los espectáculos. Recién comentábamos que para los casos de 
personas que reincidan en este tipo de hechos ya está vigente la ley de violencia en el deporte y 
tienen que presentarse en la Comisaría. A propósito de eso queremos saber si eso se puso en práctica 
en algún momento, porque estamos a punto de aprobar una norma prácticamente idéntica, y a veces 
no vemos la utilidad de aprobar una norma si la anterior, que prácticamente dice lo mismo, nunca se 
aplicó. Reitero, queremos saber cómo se va a aplicar esta norma si la anterior nunca se utilizó en los 
días en que se realizaron espectáculos deportivos, más allá de los graves hechos de vandalismo de la 
noche del triunfo de Peñarol. Queremos saber en qué se ha avanzado sobre esto, porque hasta ahora 
no ha habido sanción penal para ninguno de los responsables; responsables hay y supongo que debe 
haber cámaras de videovigilancia en 18 de Julio. Conozco pocos lugares más estratégicos para colocar 
cámaras que 18 de Julio, que siempre ha sido foco de este tipo de vandalismo. 


También tenemos conocimiento de que hubo un procedimiento, por supuesto que con orden 
judicial de allanamiento en una institución bancaria en Zonamérica, y es un hecho que nos parece muy 


preocupante. De acuerdo con las versiones que tenemos, esto responde a un exhorto del gobierno 
argentino en el marco del tratado de intercambio que tenemos con ese país. Ese allanamiento se 
realizó con orden judicial, pero en los testimonios que recogimos se nos dijo que la actuación tuvo 
ribetes poco comunes, en el sentido de que había funcionarios argentinos; nosotros queremos saber si 
eran de la AFIP o si eran policías argentinos. Creo que su presencia había sido autorizada por la propia 
la jueza de la causa, pero de acuerdo con algunos testimonios que recibimos parece que no fueron 
meros espectadores, sino que tuvieron una participación activa. Según nos dijeron los funcionarios del 
banco fueron puestos contra la pared, se llevaron la totalidad del equipo informático con los datos del 
Royal Bank of Canadá -la institución bancaria más importante de ese país- toda la información de sus 
clientes y también los celulares de los funcionarios en un camión de la Guardia Republicana. Nos dicen 
que allí hubo un vigor y una actitud muy proactiva, que sería lo que debía ser un allanamiento 
ordenado para obtener información por el pase de algunos futbolistas, pero se terminan llevando toda 
la información de los clientes de un banco, que creo que tiene una cartera de clientes de US$ 
1.000:000.000. Es una institución bancaria canadiense seria y me imagino que en este momento deben 
tener una honda preocupación. 


Quienes estuvimos estudiando el tratado de intercambio de información tributaria sabemos 
que llevarse toda la información es lo que prohíbe la ley. Eso es una expedición de pesca que se tiene 
que hacer concretamente para tal cosa que se pide, aun cuando responda a un exhorto de la Justicia 
argentina, y no para llevarse todo, sino que tiene que ser para información puntual porque, de lo 
contrario, si lo que firmamos con la República Argentina sigue funcionando así, va a terminar muy mal. 


Estamos muy preocupados por estos hechos que se dan en un momento muy especial de 
nuestro relacionamiento con la República Argentina. Creo que las autoridades del Ministerio tienen que 
actuar con mucha ponderación porque se pueden afectar cosas muy delicadas. Aclaro que no lo digo 
para alzar estentóreamente la voz, pero lo que ocurrió nos preocupa como un precedente de que 
pueden suceder cosas similares en otras instituciones bancarias. Por supuesto, estamos para evitar el 
lavado de activos y estamos de acuerdo con la legislación, pero me parece que esta operación fue más 
allá de lo que nuestra legislación permite. Entonces, me gustaría que me explicaran la forma en que se 
procesó todo esto, los fundamentos de la actuación de la Policía y cómo termina el tema. 


Por otra parte, en el día de ayer tuvimos versiones periodísticas de todo tipo respecto de la 
suspensión del acto patriótico en el Sauce. Según se indica, el Ministerio del Interior fue consultado, y 
me gustaría saber cuál fue la respuesta que dieron. Si bien la decisión la toma el Intendente de 
Canelones, lo hace previa consulta con el Ministerio del Interior. Por tanto, quisiera saber si el 
Ministerio detectó alguna eventualidad de riesgos para la integridad de las personas que iban a acudir 
a ese acto y coincidió con el Intendente en cuanto a que había que suspenderlo. No sé si se entendió 
que los medios de que disponía la Policía para prevenir -y eventualmente para reprimir- eran 
insuficientes o se hizo para evitar males mayores, pero recuerdo que cuando José Díaz era el Ministro 
del Interior, en base a la teoría del mal mayor, dejaba incendiar autos en la Plaza Matriz para evitar el 
mal mayor de que rompieran vidrieras. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pasquet.) 


-En lo personal no coincido con esa teoría, porque me parece que es muy peligrosa. 
Entonces, me gustaría saber cuál fue el cálculo que se hizo, porque incluso escuché a un Diputado del 
Frente Amplio decir que de esa forma se evitaron muertes y no sé si esa eventualidad estuvo prevista. 
No me parece que una movilización de funcionarios municipales o de docentes pudiera culminar en 
hechos de extrema violencia, pero me gustaría escuchar la opinión de los representantes del Ministerio 
del Interior al respecto. 


Otro tema que me parece no poco importante es el proyecto de modificación de la Ley 
Orgánica Policial -sobre el cual el otro día el doctor Charles Carrera se explayó en la Cámara de 
Representantes- porque también hace a la actuación policial. En el documento de consenso al que se 
llegó en la Comisión Multipartidaria de Seguridad Pública -que nosotros compartimos con el doctor 
Carrera, el Inspector Guarteche y el señor Ministro- se decía que cualquier modificación iba hacerse 
con la más amplia dosis de consulta con las organizaciones sociales y los mandos superiores de la 
Policía Nacional. He conversado con gente del Círculo Policial del Uruguay, que ha hecho 


aseveraciones muy duras respecto de la gestión ministerial -no las voy a reiterar acá; supongo que el 
Ministro y su equipo las habrán evaluado- quienes han hablado de un proceso de politización del 
Ministerio del Interior. Sinceramente, al margen de que algunas cosas están bien, me parece que crear 
nueve cargos de particular confianza en un Ministerio que se define como una fuerza civil profesional, 
vertical y no deliberante es una forma de agredir la profesionalidad. Esa es mi opinión, sobre todo 
cuando se trata de cargos de enorme importancia, como los de Asuntos Internos, Identificación Civil y 
el que nuclea Sanidad y Seguridad Social. Estoy totalmente en desacuerdo con eso, porque me 
parece que la Policía siempre reivindicó que esos cargos fueran ocupados por profesionales de la 
Policía, en actividad o en retiro. Acá no se exige ninguna calificación profesional -puede ser cualquiera- 
y, además, se modifica el régimen de concursos, estableciendo que, por lo menos, un tercio de las 
designaciones en la categoría de Oficiales, Jefes y Superiores se hará en forma directa por el Poder 
Ejecutivo. A su vez, en los dos grados máximos  -grado 10, Comisario Mayor y Comandante Mayor- la 
mitad de los cargos serán por designación directa del Poder Ejecutivo. Yo discrepo con esa medida, 
porque hoy está el Frente Amplio en el Gobierno, mañana podrá estar otro Partido Político, y creo que 
los cargos profesionales no deben ser provistos por designación directa, ya que se trata de cargos 
absolutamente fundamentales. En la Dirección Nacional de Policía, el cuarto en mando en el Ministerio 
es el Inspector Guarteche, que es un profesional de notoria solvencia, pero podría ser otra persona sin 
esta característica la que tuviera bajo su jurisdicción las 18 Jefaturas, las Direcciones fundamentales, y 
ahora la Dirección de Inteligencia, que también será de particular confianza. Desde ya adelanto mi 
discrepancia al respecto y será un tema de discusión cuando lo consideremos, pero me parece que 
apunta en el sentido contrario al de la profesionalización del Cuerpo, ya que más bien está dirigido a 
que incidan argumentos de tipo político y no de tipo profesional. Reitero, los partidos no siempre tienen 
la posibilidad de estar en el poder y me parece que la Policía tiene que ser un Cuerpo con 
independencia técnica y profesionalidad para actuar en una tarea tan fundamental y en un cometido 
tan esencial del Estado como el que tiene a su cargo. 


SEÑOR MINISTRO.- Hay cinco preguntas; la última será respondida al final por el Director General de 
Secretaría, doctor Carrera. Yo haré una introducción de las cuatro primeras preguntas, pero en el orden 
inverso a cómo fueron realizadas, porque las tres primeras son muy fáciles de responder. 


Con respecto a lo ocurrido en el Sauce, quiero decir que no es cierto que se haya consultado 
al Ministerio del Interior, ya que solo se nos comunicó que se había suspendido el desfile. Hubo una 
coordinación -en todo momento- entre el señor Intendente y el señor Jefe de Policía de Canelones 
respecto a las características de la seguridad. El Jefe de Policía le dio las mayores garantías de 
seguridad en cuanto a la cantidad de efectivos presentes que serían de la Policía de Canelones y de la 
Guardia Republicana; por lo tanto, no había carencia de seguridad. La valoración la hizo la Intendencia, 
pero según me dijo el Intendente en la noche del 19, la resolución de suspender el acto fue tomada 
entre el Intendente y la Alcaldía del Sauce. El Ministerio del Interior no tuvo que ver para nada con esto. 
En la noche del 18 el Secretario General de la Intendencia -no fue la Intendencia- me comunicó que el 
desfile se había suspendido. Reitero, nosotros no tenemos absolutamente nada que ver, ni siquiera con 
el intercambio de información sobre lo que estaba planteado. Además, nos enteramos de que algunos 
matutinos iban a decir que nosotros teníamos algo que ver con esto, y lo desmentimos por adelantado. 
Con respecto a esto no tengo mucho más para decir. 


En cuanto al procedimiento de Zonamérica -también lo dijimos en la prensa- quiero señalar 
que no se hizo en el marco del acuerdo de información tributaria con Argentina, sino que estuvo 
relacionado con el combate al lavado de activos que no tiene nada que ver con la defraudación 
tributaria. Uno puede lavar activos de delitos de cualquier tipo y ello no implica defraudación tributaria. 
Esto se hizo en el marco de la cooperación entre los Poderes Judiciales y no entre los gobiernos de los 
países. 


Se hicieron, en forma simultánea, allanamientos en Canadá, Chile, Argentina y Uruguay; 
Canadá y Chile no tienen un acuerdo de información tributaria con Argentina. Fue por supuesto lavado 
de activos en la transferencia de jugadores y el acuerdo fue hecho entre los Poderes Judiciales, y la 
Jueza que intervino requirió de los servicios de la policía como auxiliar del Poder Judicial. Eso fue lo 
que sucedió; fue decisión de la Jueza actuante que se decomisara lo que se decomisó y que se 
enviaran técnicos argentinos para estudiar qué es lo que hay ahí. Se mandará a Argentina solamente lo 
que se deba enviar y si realmente corresponde hacerlo. De lo contrario, que se devuelva a sus 


propietarios o que se proceda de la forma en que deba hacerse. Ese tema no tiene nada que ver con el 
acuerdo de información tributaria entre Argentina y Uruguay. 


En lo que tiene que ver con el tema de los festejos de Peñarol, siempre hemos desmentido lo 
que se dijo respecto a que se trataban de grupos radicales de izquierda. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo no dije que fueran grupos radicales de izquierda. 


SEÑOR MINISTRO..- Al desmentir que se trataba de grupos radicales de izquierda, explicamos qué fue 
lo que a nuestro juicio podría haber pasado. 


El tema de los grupos radicales aparece en las declaraciones del Inspector Guarteche que, 
inmediatamente después de haberlas hecho, me informó lo que había dicho y a qué había hecho 
referencia. El Inspector Guarteche se refirió a grupos radicalizados en el uso de la violencia, 
independientemente, de posiciones políticas de signo alguno. Cuando más tarde, hago declaraciones 
aclaré muy bien que esos grupos no tenían nada que ver con posiciones políticas. Ante la pregunta de 
los periodistas sobre la orientación política a que pertenecían, contesté que no podía establecer el 
rumbo político de dichos grupos, por lo tanto no podía hablar de posiciones políticas; ni siquiera afirmo 
que se trate de grupos políticos. Inmediatamente después de haber hecho esas declaraciones, 
culminada la entrevista, quienes me la estaban realizando me dijeron que efectivamente ellos conocían 
a esas personas y que en dicho grupo no había nadie que tuviera vinculación política radical ni nada 
que se le pareciera; no son grupos políticos. 


Cabe destacar que no hay una contradicción entre las expresiones del Inspector Guarteche y 
de Inteligencia. La Jefatura de Policía de Montevideo realizó una investigación que recogió insumos de 
distintos lados y estos, a su vez, recogieron aspectos parciales; es decir que había varios grupos de 
personas. La Jefatura de Policía es la que se encargó de juntar esos aspectos parciales y de llegar a 
una conclusión que no indica que se trate de grupos políticos. Para quienes quieren saber si hay 
filmaciones, contesto que sí las hay; hay claras filmaciones en las que tampoco se puede establecer 
que haya vinculaciones políticas. Del análisis de las filmaciones surgen cosas muy identificables pero 
aún no vinculadas a nombres concretos; reitero que aún se está investigando. Más allá de eso, no 
podemos ir. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero decir que leí las declaraciones del Inspector Guarteche en las que, 
literalmente, decía: “Cuando decimos que actuaron grupos radicales, lo hacemos de acuerdo con el 
análisis de los videos que tenemos y por la virulencia que hubo en el ataque a la Policía sin ningún tipo 
de provocación por parte de los funcionarios, por la forma en que se manejó este grupo , y por cómo 
fueron promovidas las acciones por algunas personas no identificadas, que no portaban insignias o 
identificación con el club que estaba festejando. Además, hay que tener en cuenta el hecho de que no 
se recogieron piedras del lugar, sino que las llevaban en las mochilas. 


Quiero aclarar que cuando hablamos de grupos radicales, no identificamos el signo político, 
sino que simplemente decimos que por el accionar, por la forma en que se manejaron con la policía y 
en el edificio de la Suprema Corte de Justicia, entendemos que se trata de grupos que están actuando 
de esa manera.” Lo que se dijo es que no se sabía cuál era el signo político, pero parece extraerse de 
las declaraciones del Inspector Guarteche que tenían un signo político; de no ser así, no entiendo 
nada. Si no eran de Peñarol, si traían las piedras, si atentaron contra la Suprema Corte de Justicia y si 
dice que son radicales, radicales también eran los hinchas de Peñarol; entonces, eran radicales de 
Nacional. Me parece que de esas declaraciones se extrae que se trata de alguien que actúa con una 
motivación política, aunque no se sepa de qué signo. Eso es lo que extraigo al leer la declaración 
efectuada en la Comisión de la Cámara de Diputados. 


SEÑOR GUARTECHE.- En realidad, no me estoy refiriendo a grupos políticos. En esa declaración me 
estaba refiriendo a la forma violenta de actuar contra la policía y contra el edificio de la Suprema Corte 
de Justicia, sin que hubiera ningún tipo de provocación por parte de los funcionarios. Se pretende 
hacer ver una contradicción entre lo que dice la Dirección General de Información e Inteligencia y lo 
que nosotros afirmamos. Se mantuvo una reunión donde la Dirección General de Información e 


Inteligencia presentó un informe mucho más extenso y dentro de las hipótesis, estaba la que nosotros 
manejábamos. Lo que ocurre es que la información que, de alguna manera, se filtró a la prensa hizo 
ver como una contradicción, pero en ese evento, estábamos analizando todo el hecho y le estábamos 
dando insumos al Jefe de Policía de Montevideo porque la Jefatura de Montevideo es la que tiene que 
realizar el informe final que es el que se presenta a la Justicia, el que realmente es válido. 


Vuelvo a insistir que hablaba de grupos radicales por la forma de accionar. Cuando 
analizamos los videos, a nuestro entender, vimos una forma organizada de manejar a un grupo más 
grande de personas que, por naturaleza, estaban predispuestas a atacar a la policía porque forman 
parte de una hinchada que, generalmente, tiene problemas con la policía. Por la forma en que se 
hicieron los movimientos, por la forma en que se inicia la pedrea, luego de que se lanza un petardo a 
modo de señal, nos pareció que había una organización. Empezó una pedrea que no tenía ningún tipo 
de justificación, incluso, con algunos movimientos evasivos y de distracción hacia la fuerza policial, lo 
que nos hace concluir que hubo una organización previa, propia de un grupo que estaba dispuesto a 
realizar la acción que, en definitiva, concretó. 


SEÑOR MINISTRO.- Está a consideración lo que tiene que ver con el Sauce, con los procedimientos 
en Zonamérica y con los festejos, pero ahora me remitiré a lo que entiendo que es más complejo 
porque abarca varios temas que se encierran en una serie de preguntas enlazadas. 


Primeramente quisiera hacer dos aclaraciones. No es que reconozcamos el proceso de 
“feudalización” porque lo anunciamos y adelantamos hace tres años. No se trata de que esto exista a 
raíz de que la prensa lo dice; como dije, nosotros ya lo adelantamos. 


Cuando asumimos en el Ministerio del Interior, el barrio Marconi estaba ocupado por la 
Guardia Republicana a raíz de algunos problemas que se habían dado a fines del Gobierno anterior. 
En una de las primeras entrevistas que me hicieron, me hablaron de la “favelización” del barrio 
Marconi, por tanto, fueron los periodistas los que mencionaron ese término, aunque creo que eso no 
existe. No existe comparación acerca de lo que sucede en el barrio Marconi con lo que ocurre en las 
favelas brasileñas. De ahí en adelante me han puesto a mí hablando de la “favelización”, cuando de 
entrada lo negué porque eso no existe. En cambio, sí hablamos de un proceso de “feudalización”, que 
consiste en tratar de hacer una sustitución o de actuar en paralelo donde había débil presencia del 
Estado, tratando de ganar territorio. Esto se daba en varios barrios, no solo en los de las características 
de Marconi, sino también en aquellos que claramente son de trabajadores. Había intentos de correr 
gente; incluso, hablábamos de denuncias concretas que habíamos recibido de apedreos de ventanas, 
techos, tiradas de cuetes durante la noche, motos acelerándose en la puerta. En fin, ha habido varias 
denuncias de ese tipo. Nosotros planteamos eso. 


Después hablamos con el Secretario de Seguridad de Río Janeiro, que hizo un estudio 
acerca de cómo se había producido la “favelización” en Brasil, e indicaba que nosotros estamos más o 
menos como estaban ellos hace 35 años, pero en condiciones de tratar de evitar esa “favelización”. 
Considerando lo que hablábamos en ese momento, comparado con la realidad de ahora, esta es de 
“feudalización”. Asimismo hablábamos de las modalidades nuevas de delitos, que tenían que ver con lo 
que estaba pasando en la región y nos permeaba, específicamente con la presencia de delincuentes 
de otros países, como de Colombia, México, Paraguay, Brasil, Serbia, Rumania, etcétera. Hablábamos 
de que en las cárceles estos delincuentes manejaban determinadas formas de cometimiento de delitos, 
tratando de inducir a delincuentes uruguayos que hasta el momento no tenían éxito. Entonces, viendo 
como la Policía estaba organizada, equipada y como actuaba, entendíamos que no podía dar cuenta 
de esas nuevas modalidades de delito. Estamos ante una Policía que se organizó en el *40, con 
tecnología del '60, y algunos delincuentes tienen mucha mayor tecnología. No solo hay que tecnificar 
sino también reestructurar la Policía, que está basada, fundamentalmente, en premiar cuando se 
resuelve algo que pasó y no se la prepara para evitar que las cosas sucedan, o sea, una Policía 
preventiva. No tenemos una Policía preventiva sino reactiva, y hay que reestructurarla. Anunciamos 
esa reestructura, que se empezó pero no se terminó. Ahí aparece lo de las cuatro zonas, que vienen a 
ser cuatro jefaturas operativas zonales en lugar de tres. ¿Qué buscaba eso? Fortalecer la Policía de 
proximidad, la Policía comunitaria, la Policía que dependía estrictamente de las Comisarías. Decíamos 
que las comisarías tienen que tener cuatro funciones: información, orden público, atención al público y 
Policía comunitaria. Pero, para eso, hay que poner la parte operativa en las zonas, investigaciones, 
patrullaje, homicidios, todo en la zona. La zona tiene que pasar a ser lo operativo. Así se hizo y lo llevó 


adelante, justamente, el Jefe saliente, Inspector Diego Fernández. El otro día decía en la Cámara de 
Diputados que él fue el que “paró” la reestructura en la cancha. Y me acuerdo que un Diputado decía: 
“Vamos a usar correctamente los términos, porque 'paró' se puede interpretar como que frenó”. No me 
refería a eso, sino que lo comparaba con un director técnico que “para” de determinada manera -con 
las zonas operativas- al equipo en la cancha. Y lo primero que transfirió a las zonas fue investigaciones 
y trató de que se fortaleciera la policía comunitaria. 


Eso solo generó resistencia y, ¿por qué generó resistencia? Bueno, sucedió como en 
cualquier trabajo y en todos los órdenes de la vida cuando uno va a hacer algo nuevo: quien viene 
llevando adelante lo viejo durante mucho tiempo dice: “¿Y por qué hay que cambiar si siempre se hizo 
así?” Pero ante el problema que se estaba produciendo con la delincuencia, siempre hacerlo así no 
ayudaba a solucionarlo. Entonces, había que hacer algo nuevo pero eso, como dije, genera resistencia 
y por partida doble porque la tecnología -el reloj biométrico- determina que uno tiene que entrar a la 
hora que debe hacerlo y no que figure que ingresó a las dos cuando, en realidad, lo hizo a las tres 
menos cuarto. Si la persona entró a las dos, eso queda marcado si pone el dedo en el reloj. Esto no 
gusta. 


Si en lugar de cargar nafta con un vale de combustible lo hace con el Sisconve, no gusta 
porque el vale de combustible tiene un valor que va más allá del precio de la nafta que se carga y se 
puede usar para eso y también para comprar otras cosas. 


Entonces, esto no gusta y, además, cuando se carga combustible con el Sisconve, la 
tecnología identifica dónde estuvo el vehículo en todo momento; para ello basta ingresar la matrícula, 
el día y la hora y si se ingresa un lapso, por ejemplo, de una hora y media, se muestra en la pantalla 
todos los movimientos que hizo el vehículo y dónde estuvo y esto, como dije, no gusta. 


Cuando en mayo del año pasado se cambia el software del “911” por el “nueve, uno, uno”, 
también, además de comunicar, se georreferencia a los vehículos y al que tenga un handling a mano, y 
esto tampoco gusta porque no agrada que se sepa exactamente dónde estaba cada uno y, por lo tanto, 
genera resistencias. Estamos hablando de romper los relojes biométricos y, en la misma Seccional, 
también de romper 19 handling del sistema Tetra; este fue el único caso pero reitero que se trató de 19 
handling. 


Todo esto no gusta. Hay cosas que no gustan y llevan, en el mejor de los casos, a la 
resistencia pasiva y, en el peor, a resistencias de otro tipo. 


¿Uno tiene que retroceder ante lo que cree que es absolutamente correcto para enfrentar el 
delito porque haya quien no le guste este control? No debe retroceder, tiene que pararse firme y seguir. 


Radio Patrulla -voy a saltearme un punto y luego vuelvo atrás- que ahora se quiere dividir en 
cuatro, generó dos huelgas policiales -una, en el primer Gobierno luego de la dictadura y otra en la 
Administración de 1990 a 1995- por tratar de descentralizarla. Entonces, ¿no hay que descentralizarla 
porque ello genera resistencia? 


SEÑOR MOREIRA.- Quien habla fue el interlocutor del Gobierno en esa huelga, de modo que algo sé 
de ella. Como se dijo, la primera huelga tuvo lugar en el primer Gobierno colorado después de la 
dictadura y fue muy corta. La otra fue una huelga policial extensa y no tuvo origen en Radio Patrulla. 
Esto lo digo porque, repito, en esa oportunidad fui el negociador, de modo que fui testigo y actor de esa 
lamentable huelga. 


He escuchado con atención al señor Ministro y podemos coincidir en que siempre es positivo 
tratar de controlar y evitar episodios de corrupción, pero hace mucho tiempo que estamos hablando de 
esto y no conseguimos resultados efectivos. El señor Ministro dice: “No gusta, no gusta, no gusta”, 
pero el tema es que hay que imponer las cosas y no se ven los resultados. Si se preguntara a 
cualquiera seguramente coincidiría en que, a pesar de que hay más patrullaje -hay más patrulleros y 
más motos- la comunicación se perfeccionó, el control es mayor y se gasta menos plata -todo es 
mejor- los resultados no se ven. Ese es el tema y es sobre lo que la gente se pregunta frecuentemente. 


No digo que la intención no sea buena, pero, ¿debemos esperar? Recuerdo aquella larga sesión de la 
Comisión Permanente, a la que el señor Ministro concurrió con un nutrido grupo de asesores -muchos 
de ellos, muy calificados- donde hablamos ín extenso de todos estos temas, de todo el panorama, 
durante catorce horas, pero ya pasaron quince meses y nadie advierte un avance. Reitero: ya vamos 
por el tercer Jefe de Policía de Montevideo, es decir, se ha dado una rotación porque a uno le pasó 
esto, al otro, otra cosa. 


Entiendo la dificultad de manejar una institución tan enorme, con cometidos esenciales, que 
está siendo observada por la gente todos los días; podría decirse que el Ministerio está bajo la lupa. 
Sin embargo, como dije antes, no advertimos un avance. Dicho de otra manera, en esos barrios se 
reconoce que ha habido un proceso de regularización, pero me pregunto: cómo paramos esta 
situación; ¿cómo paramos? Antes se hacían los operativos de saturación, pero ahora: ¿cómo 
paramos? 


SEÑOR MINISTRO.- Si me permite, señor Senador, le puedo responder, porque esta pregunta ya la 
planteó; estaba respondiendo. 


SEÑOR MOREIRA.- Como el señor Ministro estaba hablando de ese tema, simplemente reiteré lo que 
dije antes. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de responder a ese tema, quiero decir que hay más patrullaje y la gente lo 
ve. Vamos a aclararlo: hay mucho más patrullaje y se ve. El señor Senador podrá discutir los 
resultados, pero lo cierto es que hay más patrullaje. Si tomamos como referencia la actividad de un 
médico, debemos admitir que no se puede comparar su trabajo normal con la atención en época de 
epidemia; los resultados serán distintos, aunque actúe bien. En este momento, tenemos una cantidad 
enormemente mayor de gente delinquiendo. Si hay una cantidad mayor de gente delinquiendo, por 
más que se actúe de forma distinta, hay resultados que no se pueden medir; pero que hay resultados, 
los hay. Eso es evidente. Hoy nosotros estamos actuando sobre determinadas zonas y, a la vez, 
estamos percibiendo que además de lo que pasa en esas zonas, en las de clase media hacia arriba, 
hay también jóvenes delinquiendo, que piensan que los que trabajan son unos giles, que los que 
estudian son unos giles, pero quieren tener determinadas cosas. En esos casos, observamos que se 
vuelcan al tráfico, al robo o a la venta de lo robado. Pero no es gente de las zonas que mencionaba el 
señor Senador y que nosotros coincidimos que son parte de un problema grande; por supuesto, 
representan un dilema social importante. 


Por tanto, no son iguales las situaciones de delito de hace diez años a las de ahora que, a 
nuestro entender, se originaron, precisamente, hace diez u once años. Se originaron, luego se empezó 
a modificar el sistema de vigilancia, pero no necesariamente cambian al mismo tiempo las 
consecuencias. 


De modo que hay una situación que, para que estas medidas tengan efectos, requiere que se 
transforme la Policía. Si se pretende medir exactamente día a día el nivel de transformación de la 
Policía con los resultados inmediatos, me parece que no vamos por buen camino. Lo que no estamos 
haciendo es ir a un barrio, hablar con su gente, llevarle diez patrulleros, al mismo tiempo ir a otro barrio 
y mientras tanto cambiarle los patrulleros al barrio anterior. Por el contrario, estamos aumentado el 
parque automotor de toda la Policía de modo tal que haya patrulleros en todos los barrios; y los está 
habiendo. Es más, estamos aplicando medidas para combatir determinadas formas de delitos, pero 
hay cada vez más gente que delinque. Eso es así. Es un problema social que requiere una solución de 
seguridad pero también de carácter social. 


Pues bien, estaba hablando de la descentralización del Área de Investigaciones y me adelanté 
para referirme al Cuerpo de Radio Patrulla. En el Gobierno del Partido Nacional hubo dos huelgas -no 
una, sino dos; una fue por un período más largo que la otra- y una de ellas tuvo que ver con el intento 
de descentralizar el Cuerpo de Radio Patrulla. 


SEÑOR MORERIA.- Podría decirse que fue una movilización de un rato. 


SEÑOR MINISTRO.- Habrá sido una movilización de un rato, pero la descentralización no se concretó 
cuando se propusieron hacerla. ¿Por qué la queremos descentralizar? ¿Por capricho? No. Las 
emergencias móviles no están centralizadas en el Prado y van a todos lados. Cuentan con centros 
zonales desde donde van a los diferentes lugares. Por ejemplo, van a Carrasco desde un lugar cercano 
a Carrasco, no desde el Prado. Entonces, nosotros queremos cuatro centros para que el 
desplazamiento tenga mayor efectividad. Es absolutamente lógico, no resiste el menor análisis. Porque 
siempre todo se hizo así no se tiene que seguir realizando de esa manera porque se puede hacer 
mejor, pero ello genera resistencia. Y una de las formas en que se da esa resistencia es con la 
violación de la disciplina. Ahí es donde hice la acotación que señalaba el señor Senador. Fue una de 
las razones que, según el señor Jefe de Policía de Montevideo saliente, le dificultó el trabajo. Nos 
señaló que él tenía un concepto de la disciplina de la Guardia Republicana que era la disciplina de 
cuartel, que sirve para mandar a aquél que aunque tenga discrepancias está cerca, pero cuando se va 
a mandar a alguien que está a mucha distancia lo que funciona es la disciplina por convicción. Y para 
que ésta funcione se tiene que elegir bien, a aquel que va a actuar disciplinadamente por convicción y 
no a quien le va a decir: “Sí señor” y después va a hacer lo que quiera. 


Los primeros dos Jefes de Zona no los cambió el Jefe de Policía actual sino el saliente, 
justamente porque entendía que esa concepción de la disciplina de cuartel no le servía para mandar a 
distancia. El Jefe de Policía que vino después entendió que para mandar a distancia el subordinado 
debe estar convencido de lo que está haciendo y, por lo tanto, eligió personal que revestía esa 
característica, a diferencia del Jefe saliente que sabía que había gente que no estaba de acuerdo pero 
que, por ejercicio de la disciplina, lo iba a controlar y no fue así. 


El nuevo Jefe de Policía sigue con lo que estaba planteado como reestructura y además de 
descentralizar la División de Investigaciones se plantea hacer lo propio con Radio Patrulla y darle una 
nueva forma de organización al patrullaje. Quizá se va a ver menos, pero va a ser más efectivo. 


Aquí interviene otro elemento que no es de reestructura, porque podría convivir con el 
Cayma. Cuando se llega a la conclusión de que lo que está sucediendo en el Cayma tal como está no 
se puede controlar, se lo desintegra. Se dice que no contamos con elementos, pero contamos con 
quince policías convocados por la justicia con acusaciones de todo tipo y tenemos elementos de 
arreglos que no tienen sentido, por lo que preferimos el convenio con el Centro Talleres Mecánicos de 
Automóviles. Los que dicen que no funciona son los que no quieren que así sea, son los que prefieren 
que siga en marcha el Cayma, sobre todo como funcionaba antes, donde quien podía cargar allí 
recibía, además, 50 vales de combustibles con el valor que tiene cada uno de ellos. ¡Claro! ¡Así no 
funciona el Centro Talleres Mecánicos de Automóviles! ¡Hay que volver a lo viejo! Y no porque siempre 
se hizo igual, sino porque conviene que funcione así. 


Seguimos avanzando en la reestructura, la que tiene que fortalecer cada vez más a la Policía 
Comunitaria, a la Policía de Proximidad, que es la que puede evitar lo que pasa y no resolver lo que ya 
pasó. Obviamente, tiene que existir la resolución de lo que ya ocurrió, pero la que debe tratar de evitar 
que sucedan los hechos es la comisaría de la zona. Ese es el sentido de la reestructura. Con respecto 
a las Seccionales de Policía 14? y 18*, que aquí fueron mencionadas -en una de las cuales se envió a 
los responsables a la Justicia, no así en la otra- quisiera aclarar que la tecnología con la que se 
investigan hechos de la naturaleza de que se trata, es la misma. Hoy tenemos las grabaciones de las 
comunicaciones con el 911 y las grabaciones de las comunicaciones con la Jefatura. A su vez, a través 
del Sisconve y del sistema de comunicaciones Tetra, sabemos dónde está el patrullero a cada hora. 
Por lo tanto, conocemos si en la Seccional 14? había patrulleros, o no. Podemos decir que, 
efectivamente, había, y sabemos a qué distancia estaba del lugar desde donde se hizo la denuncia: 
once cuadras. Del mismo modo, conocemos cuáles fueron las comunicaciones con la Seccional 18* y 
cuándo llegó allí un vehículo. De modo que sabemos perfectamente quién mintió y quién dijo la verdad. 
Por eso, las consecuencias para ambas Seccionales serán diferentes. En realidad, respecto a la 
Seccional 18? todavía no se han tomado las resoluciones del caso, pero es un hecho que serán 
distintas a las que se tomaron con relación a la 14?, porque -reitero- se trata de dos situaciones 
diferentes, lo que surge de una investigación que es absolutamente objetiva, es decir, va mucho más 
allá del simple hecho de ir y hacer las preguntas pertinentes. 


Era cuanto tenía para manifestar como introducción a la temática. Ahora pediría al Inspector 
Guarteche que profundizara un poco más. 


SEÑOR GUARTECHE.- Ante todo, me interesa detallar que hoy en día estamos en una situación 
bastante diferente a la de antes. 


Afortunadamente hemos tenido la oportunidad de continuar con las reuniones con 
legisladores que se hicieron el año pasado -recuerdo que los legisladores del Partido Nacional 
concurrieron a la Guardia de Coraceros y estuvimos hablando mucho- de manera que hemos seguido 
hablando y analizando las situaciones. 


Obviamente, en la actualidad tenemos un escenario cambiante y muy dinámico, y por eso 
estamos identificando, como trabajo de la Policía, a los grupos de tráfico, los grupos territoriales, los 
grupos de asaltantes, las bandas especializadas en hurtos, la delincuencia común, la minoridad 
infractora, el orden público y el vandalismo. Atender todo esto demanda diariamente una cantidad 
enorme de personal, que muchas veces tenemos que sacar del patrullaje que se debe hacer en la 
calle. 


Con respecto a otras cuestiones que se plantearon aquí, como por ejemplo, la de si 
continúan realizándose los operativos de saturación, podemos decir que efectivamente así es, pero ya 
no con helicóptero, por lo que no llaman la atención de la prensa y esta no los menciona. También se 
realizan otra clase de operativos en determinadas zonas a las que llamamos “puntos calientes”; son 
lugares donde, a través de la georreferenciación, se ha podido determinar que hay mucha más 
actividad criminal. En este sentido, se hace un análisis permanente. Así, por ejemplo, sabemos con 
exactitud que la mayoría de las rapiñas a transeúntes generalmente ocurren a unos cuatrocientos 
metros del domicilio de los rapiñeros. Eso es algo que se ha constatado. Los individuos rapiñan e 
inmediatamente se dirigen hacia el lugar donde viven. Obviamente, para poder hacer un procedimiento 
necesitamos orden de allanamiento y todas las seguridades legales que -afortunadamente- se brindan 
a todo ciudadano en este país. 


De modo que hay una serie de requerimientos cada vez más fuertes que ocupan a todas las 
unidades de la Policía de una manera diferente. 


Ahora bien; en la actualidad el problema tiene una dimensión distinta, y lo que hemos tenido 
absolutamente claro desde un principio, es que la respuesta tradicional de la Policía ya no es suficiente 
para poder manejar todos estos temas. 


Seguimos llevando a cabo todos los procesos en los que está involucrada la Fuerza: desde 
las faltas, hasta los delitos más graves; desde la Policía Comunitaria, hasta la acción de la Guardia 
Republicana, porque es absolutamente necesario realizar un análisis dinámico de lo que está 
sucediendo cada día. 


Cuando hablamos de los grupos de tráfico, nos referimos especialmente a conjuntos de 
delincuentes, muchas veces internacionales y otras nacionales, asociados a grupos de tráfico 


internacional. Estos grupos tratan de pasar inadvertidos permanentemente y llegan a cometer 
homicidio como último recurso, cuando el problema es demasiado grave. 


Cuando hablamos de grupos territoriales -es muy común verlo en la prensa- advertimos que 
son grupos que no intentan pasar inadvertidos, sino que la violencia es lo que marca su presencia y su 
dominio en determinado territorio. Por lo tanto, requieren como forma de dominio el homicidio, el acoso 
hacia los vecinos, el acoso hacia los funcionarios policiales que viven en determinadas áreas, algunos 
han tenido que ser mudados por orden del Ministerio del Interior para su seguridad personal. Estamos 
tratando de combatir esa cantidad de situaciones que se dan en esos grupos que intentan dominar 
territorios, con las herramientas que tenemos y que nos da la ley. 


A su vez, existen los grupos de asaltantes, que son rapiñeros que no solo tienen relación 
directa en las rapiñas más elaboradas -por llamarlas de alguna manera- sino que han tomado como 
objetivo a los narcotraficantes. Muchas veces nos hemos enterado de sus acciones cuando matan al 
traficante para robarle drogas y dinero pero, también, a través de los medios electrónicos de vigilancia 
con que cuenta el Ministerio, hemos advertido que han ocurrido rapiñas más arriesgadas y, 
obviamente, con otras consecuencias para aquellos individuos que son descubiertos. Ese tipo de 
asaltantes existen, son muy violentos y tienen una gran incidencia en los homicidios que han ocurrido 
últimamente. 


Cuando hacemos referencia a las bandas especializadas en hurto no nos referimos a 
cualquier tipo de hurto, sino que estamos hablando de bandas realmente especializadas que en los 
departamentos del interior, por ejemplo, vigilan a la Policía, efectúan movimientos de distracción contra 
la Policía para llevarla hacia otros lugares, y utilizan medios de transporte mucho más especializados, 
inclusive, de desactivación de alarmas, que no se conocían en nuestro país. Es decir que su acción es 
mucho más planificada que antes. Obviamente, esto requiere un esfuerzo más grande de 
investigación, lo que lleva a destinar más recursos para poder atacar a estos individuos que están 
teniendo mucho éxito. 


Inclusive -a modo de comentario- creemos que el delito de lavado de activos debe extenderse 
hacia otra modalidad delictiva -inclusive estas- porque los individuos, aun teniendo éxito, se quedan 
con la ganancia de lo que han robado. 


En nuestro país también existe la delincuencia común. En Uruguay, la delincuencia en general 
ha mutado, es decir, que de un delincuente generalmente individualista, que ocasionalmente se unía a 
otro para cometer un delito, se ha pasado a uno que trata de actuar en grupos, inclusive, para 
protegerse de otros grupos de delincuentes que son tan o más violentos que ellos. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se puede decir, entonces, que la información del semanario Búsqueda es 
verosímil? 


SEÑOR GUARTECHE.- Ciertamente. 


El Ministerio del Interior ha advertido que muchísimas de las acciones que se ven en las 
calles -aun las más sencillas- provienen de las cárceles. El Ministerio viene advirtiendo, hace siete u 
ocho años, la situación de que era absolutamente inconveniente que convivieran delincuentes 
internacionales con delincuentes uruguayos en las cárceles uruguayas, porque iba a haber una 
transferencia de experiencia, una forma de vivir conflictos, contactos que iban a quedar en forma 
permanente y, efectivamente, eso sucedió. Incluso el sicariato y los ajustes de cuentas tienen que ver 
con todas esas modalidades que fueron aprendidas en las cárceles. Tenemos conocimiento de que 
existe una buena relación entre estos delincuentes porque jamás hubo una queja de delincuentes 
internacionales hacia el maltrato que pudo haber existido por parte de delincuentes uruguayos hacia 
ellos. Es más, creo que hay admiración y aprendizaje de parte de los delincuentes uruguayos hacia los 
delincuentes internacionales. Y esa determinada forma de vivir y de manejar las cosas, las vimos 
trasladadas hacia determinados barrios de Montevideo donde hay una incidencia mucho mayor. 


Cuando decimos que hay barrios en Montevideo que tienen índices de homicidios europeos, no 
estamos mintiendo, es la realidad. A veces hay barrios que tienen 0% de homicidios, a veces tienen un 
homicidio cada cien mil habitantes. Pero si se centra la atención en determinados barrios de 
Montevideo, vemos que existen índices centroamericanos de homicidios, porque allí se concentra una 
mayor cantidad de población que proviene de las cárceles y que viene trasmitiendo formas de dirimir 
conflictos que advertimos que nacieron en las cárceles. Incluso, hay otras conductas que tienen que 
ver con las faltas y que se han ido transmitiendo hacia otros barrios de Montevideo. Algunas están 
relacionadas con resoluciones recientes de la Jefatura de Policía de Montevideo. Es conocida, por 
ejemplo, esa forma de coaccionar prácticamente a los conductores -especialmente a los que tienen 
una mayor debilidad, como las mujeres o los ancianos- en cuasi rapiñas en muchos casos -no en 
todos, obviamente- en las que se consigue dinero limpiando el vidrio o no limpiando nada. Ese tipo de 
modalidad, que implica prácticamente el pago de un peaje, es parte de la conformación mental de los 
individuos que trabajan en grupos de crimen organizado. 


SEÑOR MOREIRA.- Justamente, ha sido muy debatido en estos días el tema de los limpiavidrios y de 
la gente que está en los semáforos, que ocasionalmente terminan siendo rapiñeros, porque otros son 
muy honestos. ¿El Ministerio va a seguir en ese camino de tratar de aplicar el Código de Faltas vigente 
y el nuevo, que seguramente dentro de poco tiempo vamos a sancionar, y sacarlos de allí? 


SEÑOR GUARTECHE.- El tema es cumplir con la ley. Se me preguntará por qué antes no se hacía; lo 
que ocurre es que antes no teníamos Tribunales de Faltas y ahora los tenemos. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaban los Jueces Penales, que tenían competencias. 


SEÑOR GUARTECHE.- El señor Senador sabe que era muy difícil que un Juez Penal nos atendiera en 
el caso de una falta, cuando tienen tanta cantidad de delitos para manejar diariamente. 


Incluso en el tema de la basura, se trata de una concepción que viene de la cárcel, que se 
trasladó a determinados asentamientos y después al resto de la ciudad. Nosotros creemos que es un 
asunto que tenemos que combatir por la seguridad y por la salud de la gente. 


En definitiva, hay toda una conformación que provino de las cárceles y que llegó a las 
ciudades, y tenemos que hacer el mayor esfuerzo para combatir ese tipo de situaciones, que están 
generando una gran molestia en la población. 


Obviamente, también tenemos muchísimas demandas de orden público todos los días: hay 
algún tipo de manifestación diferente, hay que evacuar determinados locales, etcétera. Todo eso lleva 
una cantidad de personal. Además, están las situaciones de vandalismo de las que hablábamos hace 
unos minutos. Todo esto requiere un esfuerzo del personal de la Guardia Republicana, que lo 
habíamos encauzado hacia los barrios que estaban con mayores problemas y con los mayores índices 
de delitos graves. Ahora tienen que actuar también en otras zonas, porque el personal que tenemos no 
es suficiente y recién lo va a ser dentro de tres o cuatro meses, cuando salgan las tandas que están en 
la escuela de formación de personal subalterno. 


Entonces, hay toda una situación de mayor demanda de la Policía y, obviamente, hay una 
mayor intranquilidad por parte de los ciudadanos, lo que también genera una mayor demanda. Y 
estamos tratando de atender todas las situaciones de la mejor forma, con el personal que tenemos y 
con las dificultades de incomprensión de parte del personal respecto a las medidas que tomamos. Por 
ejemplo, se dispuso la realización de exámenes de orina para el control del consumo de drogas, cosa 
que es absolutamente incompatible con la acción de la policía; sin embargo, mucha gente no lo 
entendió así y realizó críticas a lo que el mando había dispuesto. El mando tiene la intención de 
continuar con este tipo de medidas, porque no podemos admitir de ninguna manera que esto suceda. 
Nosotros conocemos plenamente que la mejor forma que tienen las organizaciones de traficantes de 
infiltrar una organización que lucha contra ellos es a través de los consumidores. Y lo hemos advertido, 
porque en alguna de las Fuerzas Armadas nuestras los robos de armas más importantes que ha tenido 
han sido a través de consumidores, y problemas que la propia Policía ha tenido han sido causados por 
consumidores. 


Obviamente que tenemos problemas de acceso a determinados lugares y requerimientos de 
muchos grupos en particular, como las ambulancias, los repartidores, etcétera. Estamos yendo hacia 
una estrategia de patrullaje que nos permita incluirlo todo, porque no podemos atender las necesidades 
de cada uno. Prácticamente se nos está pidiendo que tengamos un policía personal para cada 
ciudadano y nosotros no podemos atender esas demandas, porque no tenemos policías suficientes 
para ello. Estamos yendo hacia algunas formas de patrullaje que el señor Ministro ya insinuó, que 
pretenden incluirlo todo para realmente generar tranquilidad en un área determinada, para que las 
actividades que se realizan en la vida cotidiana se puedan desarrollar como corresponde. Es obvio que 
los resultados que se quieren obtener no se van a lograr de un día para el otro. 


A propósito, quiero decir algunas cosas que son absolutamente inconvenientes para mí, pero 
las voy a decir igual. Jamás voy a decir cuál es mi filiación política, a quien voté o a quién dejé de votar, 
pero quiero reconocer dos actitudes valientes de este gobierno y estoy seguro de que las hubiera 
tenido cualquier otro gobierno. La primera es encarar la reforma policial, lo que no le va a dar ningún 
voto porque es una situación difícil y que lleva mucho más de un Período y la segunda es encarar la 
reforma del sistema carcelario, que tampoco le va a dar votos y que también es un tema para más de 
una Administración. Como afortunadamente en nuestro país hay alternancia en el poder, lo que desde 
la Policía queremos trasmitir y hacer es que realmente haya una política de Estado en materia de 
seguridad. 


El señor Ministro del Interior nos ha permitido hablar con cada uno de los representantes de 
los distintos Partidos Políticos y con los representantes del Poder Ejecutivo. También tuvimos la 
posibilidad de hablar con el Consejo de Ministros -cosa que creo no había pasado antes- y con Jueces 
y Fiscales. Desde la institución policial estamos convencidos de que tiene que haber una percepción 
compartida de la amenaza o de las amenazas que tiene el país, para que juntos podamos mirar este 
problema no digo que con unanimidad, pero por lo menos con una visión compartida de los problemas 
más graves. Me encanta que podamos venir acá a dar cuenta de cada una de las cosas que hace la 
Policía y obviamente el Ministerio del Interior del cual dependemos. Creo que tiene que existir una 
visión más allá de este problema porque ningún gobierno va a solucionar el tema de la seguridad en un 
Período. Quiero decir y quiero dejar claro que las cosas van a llevar mucho tiempo porque estamos 
luchando contra un problema cultural muy grave y muy importante. Como decía el señor Ministro hay 
zonas donde no son delincuentes o no deberían serlo y están delinquiendo, y ese es un problema 
cultural muy grave que cada uno de nosotros debería tener en cuenta. 


Era todo lo que quería decir. 


SEÑOR MINISTRO.- Me quedó un tema pendiente referido a las zonas y a los operativos de 
saturación. Los operativos de saturación se siguen haciendo, pero son una forma de entrar y salir. 
Nosotros entendemos que hay que combatir los intentos de “feudalización” con una presencia activa 
del Estado en esos lugares, combinada con las políticas sociales con las políticas de policiamiento. Las 
políticas sociales las tienen que llevar adelante los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, Desarrollo Social, Salud Pública, Trabajo y Seguridad Social, Turismo y Deporte. 
Estamos empezando a hacerlo claramente, pero tienen que estar acompañadas de políticas de 
policiamiento, que no son los operativos de saturación. 


Hace un tiempo nos criticaban porque no habíamos aceptado la donación de un patrullero 
para una seccional que tenía diecinueve vehículos, sin embargo, hemos aceptado un patrullero para la 
zona de El Colorado, en Canelones y tres camionetas para la Bepra, en Soriano. No solo las 
aceptamos, sino que pedimos la donación de una comisaría entera y nos la dieron. La semana que 
viene estamos firmando la aceptación y empezando a construirla. Lo que vamos a hacer es mudar la 
Seccional 17 para el barrio Marconi. Esa Comisaría, que va a cubrir barrios como Marconi, Casavalle y 
Borro, va a facilitar las políticas sociales que se lleven adelante ya que actualmente hay problemas 
para entrar a esas zonas. Esa es la política que entendemos que hay que llevar adelante en el futuro; 
no solo hay que instalar esa Comisaría sino también otras en otros barrios complicados. Pienso que si 
se está en forma permanente en la zona se puede lograr una solución, pero no cuando se entra y se 
sale. Están tan organizados, que cuando la Policía entra se repliegan y, cuando sale, actúan 
rápidamente. 


Por otra parte, el señor Senador citó a quien habló de la politización. Entendemos que eso no 
es así; nosotros no le preguntamos a nadie a qué sector pertenece para ocupar un cargo de 
responsabilidad, quien lo ocupa tiene total libertad para ejercerlo y no hay politización. Lo que sí 
sucede a veces es que quienes nos critican sí politizan. Digo esto para que conste en actas que 
nosotros no politizamos. 


SEÑOR CARRERA.- Señor Presidente: la primera precisión que me gustaría hacer es que a veces no 
quedan claras las palabras del señor Senador Moreira porque pide actitudes a la Policía y no tiene en 
consideración la división de Poderes. Por ejemplo, en los incidentes ocurridos en la culminación del 
partido en el que Peñarol salió campeón, él le pedía responsables a la Policía, cuando en realidad lo 
que hace la Policía es poner a aquellas personas que estaban en una actitud de apariencia delictiva a 
disposición del Juez, y será este el que determinará si se cometió o no un delito. Eso fue lo que 
sucedió; hubo algo más de ochenta detenidos y el Juez decidió que se siga investigando. Lo mismo 
puedo decir con respecto al allanamiento en Zonamérica, que fue realizado con orden judicial y con 
intervención del Juez. 


En cuanto a la Ley Orgánica Policial, si bien vamos a tener oportunidad de concurrir a esta 
Comisión para dialogar al respecto, en primer lugar, quiero decir que no compartimos en absoluto la 
idea de que estemos politizando a la institución policial. Cuando decimos que la Policía es una fuerza 
civil, lo que estamos diciendo es que es el órgano encargado de la seguridad interna y está para 
proteger a los habitantes de un país; no estamos haciendo alusión a un estado diferente. Muchas 
veces hay personas que crecieron y estudiaron bajo una cultura y piensan que cuando hablamos de 
fuerzas civiles nos estamos refiriendo a ellas en oposición al estado militar, pero eso no es de ninguna 
manera así. Si en esta institución se hubieran hecho los cambios que se debieron hacer en su 
momento, hoy quizás estaríamos en una situación muchísimo mejor. Hace años que vengo trabajando 
en los temas de la Policía, porque el sector al que pertenezco me convocó para ello, creamos una 
comisión de estudio y he leído muchísimo al respecto. Por tanto, puedo decir que en la mayoría de los 
países del mundo que hoy están en una muy buena situación de seguridad, los procesos de cambio de 
la Policía datan de la década del ochenta. Sin embargo, los cambios profundos que nosotros estamos 
proponiendo serían a partir del año 2011, que es cuando empieza a regir esta Ley de Presupuesto. El 
Inspector Guarteche dijo que esto debe ser una política de Estado. Nosotros estamos convencidos de 
que debe ser así, a tal punto que lo manifestamos en nuestro programa de Gobierno del 2009. En 
febrero de 2010, el Presidente Mujica, antes de asumir, convocó una serie de comisiones 
multipartidarias para discutir políticas de Estado, tuvimos el alto honor de compartir una de esas 
comisiones de trabajo para tratar el tema de la seguridad pública con el señor Senador Moreira. 


En cuanto al segundo punto, no estamos politizando, lo que estamos proponiendo es una 
profesionalización de la Policía. El Decreto-ley rige desde el año 72; antes no había una normativa 
relacionada con la Policía, sino que existían 19 estatutos diferentes ya que cada una de las Jefaturas 
Departamentales podía disponer a través del reglamento su organización. Lo más avanzado en la 
década del 70 sobre esta materia, eran los reglamentos de la Jefatura de Policía de Montevideo que 
tuvo a un gran asesor letrado, el doctor Alberto Ramón Real, profesor de Derecho Público, de Derecho 
Administrativo y de Derechos Humanos y que escribió todos los reglamentos. A tal punto estamos 
atrasados que cuando tuve que estudiar esta materia como abogado que soy, fui a la biblioteca de la 
Facultad de Derecho y los únicos dos libros que encontré fueron, “La Policía”, un análisis del doctor 
Alberto Ramón Real de la década del 40 -no recuerdo bien, pero creo que era el manual que utilizaba 
el doctor Ramón Real para dictar los cursos a los nuevos policías- y un pequeño librillo que trata temas 
de origen administrativo, del doctor Felipe Rotondo Tornaría, que analiza el Decreto actual. 


Esta ley busca profesionalizar a la Policía creando un sistema orgánico donde no todo 
dependa del General, como en el Ejército, sino de un gabinete, órgano que estará integrado por dos 
cargos políticos que son los que están definidos como tales en la Constitución de la República y en el 
Texto ordenado de normas sobre funcionarios públicos que son el Ministro y el Subsecretario y dos 
cargos de particular confianza que son el Director de la Policía Nacional y el Director General de 
Secretaría. A partir de ahí está dada la organización que nos proponemos, organización que 
prácticamente está en vigencia porque en la Ley de Presupuesto y en las leyes de Rendición de 
Cuentas sucesivas de esta administración de Gobierno, es lo que estamos proponiendo y cumpliendo. 
Esta ruta surge del documento de consenso que fue dictado en una situación muy diferente a la actual 


porque en agosto de 2010 estábamos en una situación que generó cinco interpelaciones y un intento 
de censura al Ministro. 


Con respecto a los 9 cargos que se crean, el señor Senador Moreira se equivocó porque 
algunos ya existen como es el caso del Director de Asuntos Internos que hoy está vigente. Nosotros 
proponemos crear una Dirección de Asuntos Sociales que trate la problemática de la seguridad social 
de los Policías en una única unidad organizativa como el BPS que se ocupe en conjunto de temas 
relativos a la salud, a la pensión y la jubilación, y no el meollo o entuerto que tenemos hoy, que no 
colabora. Allí proponemos la creación de dos subdirecciones: una repartición que trate lo que tiene que 
ver con la seguridad social y otra la sanidad policial. Nosotros no estamos diciendo que estos cargos 
sean ocupados por políticos. Para la discusión de esta ley, tenemos un grupo de trabajo en conjunto 
con el Poder Ejecutivo y la Bancada oficialista. Por ejemplo, estos dos cargos pueden ser ocupados a 
través de un concurso; nosotros queremos tener a los mejores en seguridad social y en sanidad. No 
me estoy quejando de que hoy no lo tengamos, porque no es así. Por ejemplo, la Directora Nacional de 
Asistencia y Seguridad Social Policial es la profesional que más sabe sobre seguridad social en el 
Ministerio del Interior. Si siguiéramos los criterios que algunos reclaman, tendríamos que haber 
designado a un Inspector General con grado, a pesar de que no supiera sobre la materia; tal vez, de 
esa forma dejábamos contentas a algunas personas. La Directora que hoy desempeña funciones en 
dicho cargo tiene el grado de Comisario, que es el más alto dentro de la Dirección Nacional de 
Asistencia y Seguridad Social Policial y, por lo tanto, no habría inconveniente alguno en que ocupara 
esa Dirección; a ello se agrega que es la persona que más sabe sobre la materia. 


Con ese proyecto de ley -que vamos a tener el honor de compartir y discutir oportunamente- 
buscamos un cambio cultural y un cambio de paradigma. A nuestro juicio, la Ley Orgánica actual, que 
data de los años 70, se basaba en el paradigma del orden público, que es un concepto manejado por 
Maurice Hauriou, que fue un gran administrativista de fines del Siglo XIX. Lamentablemente, hoy en el 
Siglo XXI no podemos compartir ese concepto; no estamos de acuerdo con él. Sin embargo, definimos 
con gran precisión el rol de la Policía en cuanto a que debe proteger la realización de nuestros 
habitantes, la realización de la dignidad humana y el mantenimiento del orden y de la seguridad 
conforme a lo establecido por la Constitución de la República. 


El proyecto de ley a que hacía referencia está a consideración de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes, donde 
se dará un debate y será una instancia en la que existirá la oportunidad para que todos los círculos y 
sindicatos -que ya están siendo convocados- sean escuchados y expresen sus apreciaciones sobre el 
proyecto de ley en cuestión. 


Si realizamos un racconto de los acuerdos realizados en agosto de 2010 -yo mismo lo hago 
cada tanto- creo que casi todos ellos se están cumpliendo; hay un muy buen nivel de acuerdos. De 
cualquier forma, los inconvenientes o discusiones que han surgido con los partidos políticos de la 
oposición no nos alejan de nuestra ruta de trabajo, a la que estamos dando cumplimiento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A efectos de optimizar el tiempo, la Mesa propone que luego de esta primera 
presentación del señor Ministro del Interior y de sus asesores, los señores Senadores expresen sus 
comentarios o planteen preguntas para que luego el señor Ministro las conteste todas juntas. 


SEÑOR MOREIRA.- En virtud de que he sido reiteradamente aludido, me gustaría hacer alguna 
apreciación sobre lo que aquí se ha expresado. 


Personalmente, no he hablado de politización, sino que aludí a una severa declaración 
realizada por el Círculo Policial del Uruguay, perfectamente conocida por quienes hoy nos visitan. 
Simplemente, realicé una consideración respecto del proyecto de Ley Orgánica diciendo, en primer 
lugar, que en el documento de consenso que firmamos en agosto de 2010 se establecía que se iban a 
realizar consultas con organizaciones sociales y mandos de la Policía. Según lo expresado por el 
Director General de Secretaría del Ministerio del Interior, las consultas serán posteriores a la 


elaboración del proyecto de ley. Quien habla había entendido -y así consta- que por lo menos iban a 
participar siendo consultados en la elaboración del proyecto de ley y no en la discusión parlamentaria, 
instancia en la que es difícil modificar los proyectos en un Parlamento donde hay mayoría de un partido 
político, cosa que corrobora el doctor Carrera cuando me dice que las consultas han sido entre quienes 
elaboraron el proyecto de ley y la Bancada de Gobierno. Tal vez se equivocó al decirlo, pero eso como 
ronda de consulta no me sirve; no me parece objetivo. 


No comparto la creación de tantos cargos de confianza, en una organización, en una 
Secretaría de Estado, más que nada en un instituto como el policial donde, precisamente, se hace 
caudal de la profesionalidad y donde es absolutamente indispensable que se trate de un cuerpo civil y 
profesional. Es cierto que Asuntos Internos lo es y que la Dirección Nacional de Policía, que hoy está 
ocupada por un profesional de la policía, también, pero no sabemos por quién estará ocupada mañana. 
Sin embargo, la División de Información e Inteligencia no es de particular confianza y tampoco la 
Dirección de Educación Policial. Estamos hablando de Información e Inteligencia que la puede ocupar 
cualquiera, y con esto no digo que no se designe a alguien competente, pero queda librado a la 
voluntad unívoca del Poder Ejecutivo. Por otra parte, la educación de la policía, que es un área 
fundamental en la formación, tanto de los oficiales como del personal subalterno, si bien es menor, 
también pesa. También está el área de Asuntos Sociales, donde se crean dos subdirecciones que son 
cargos de particular confianza, y ahí ya tenemos tres cargos de particular confianza. Seguramente se 
dirá que se recurrirá a gente competente, pero quién nos asegura que en el futuro eso se haga. 


Tuvimos una discusión respecto de los asesores de esta Comisión de Constitución y 
Legislación y el que sabe mucho no tiene por qué ser el director, puede ser el asesor del director. Si 
sacamos territorio de la esfera de los profesionales de la policía, sin ninguna duda, se estará 
introduciendo un factor político en esas designaciones y si se cambia el régimen de los ascensos, 
ocurrirá lo mismo, porque en una carrera el ascenso es un derecho fundamental. No me parece bien 
que las dos jerarquías, que ahora tienen el grado 10: Comisario Mayor y Comandante Mayor sean 50 y 
50. ¿Por qué no hacer un concurso? ¿Por qué no realizar un concurso de méritos? 


El señor Director General de Secretaría dice que lo que pasa es que comenzó la 
transformación de la policía nacional en el año 2011, y yo quiero señalar que no debemos perder de 
vista que este gobierno del Frente Amplio está instalado desde el año 2005, lo que marca que durante 
seis años no se hizo nada por la transformación o se hizo muy poco y no se constató la gravedad de 
las circunstancias. Nadie duda de que haya un avance inexorable de la violencia y de que la sociedad 
tenga problemas culturales. Nadie puede hacer un análisis simplista y decir que esto se arregla solo 
con represión; por cierto que no, pero hemos perdido un tiempo precioso. 


En alguna época, cuando se hablaba de las “herencias malditas”, las culpas eran todas 
nuestras, pero ahora el gobierno del Frente Amplio lleva más de ocho años y este es uno de los 
Ministerios claves. Al señor Ministro no le gusta que le pregunte por qué estamos demorando tanto y 
por qué no tenemos una mayor velocidad. Entiendo la resistencia que se genera en la institución 
policial con cualquier tipo de cambios o controles, pero estas cosas se imponen y me parece que la 
percepción ciudadana es que no se ha avanzado lo suficiente. Quizás en la interna ustedes perciban 
otra cosa, pero eso es lo que nosotros percibimos de la sensación ciudadana y lo que marcan 
claramente las encuestas. Hace poco se publicó un informe que mostraba que, empezando del final, 
éramos cuartos en América Latina en percepción de inseguridad, que superábamos a la Argentina y a 
países que, tradicionalmente, han sido mucho más violentos que nosotros; entonces, en algo estamos 
fallando. Entiendo las enormes dificultades de estar al frente de este Ministerio, pero ustedes deben 
entender que hay cosas que se deben hacer más velozmente. 


En cuanto al tema de Zonamérica no tengo ninguna duda de que hubo una orden judicial, 
pero pregunto si la orden judicial implicaba llevarse todo para el juzgado. Si había un exhorto por el 
tema de transferencias de jugadores de fútbol, ¿había que llevar todo el banco? Sinceramente, no sé si 
ahí no hubo un margen de discrecionalidad por parte de la policía, asistida por argentinos que fueron 
autorizados, quienes estuvieron en el procedimiento. A mi entender, el procedimiento se fue de mambo; 
esa es la sensación que tengo y eso podría generar perjuicios muy importantes, porque estamos 
hablando de un banco de primera línea y ahí el factor confianza es fundamental. Quizá no se esté de 
acuerdo con que Uruguay sea una plaza financiera, pero eso genera inversiones, etcétera. Es un tema 
delicado y entiendo la delicadeza del tema, pero la sensación que tengo, por algunos testimonios que 


escuché, es que me parece que la actuación fue más allá de lo que era aconsejable en circunstancias 
de este tipo. Incluso, he sentido que el banco se va. No sé si eso va a ocurrir o no, pero generar ese 
tipo de consecuencias me parece que no es bueno. No dudo de que hubiera existido exhorto y demás. 
Pero, ¿las instrucciones de la Jueza eran que se llevaran todo? 


SEÑOR ROSADILLA.- Agradezco, en primer lugar, la presencia del señor Ministro, del Director 
General de Secretaría y del Director Nacional de Policía. 


Quiero hacer una pregunta para que la responda quien corresponda. Tengo una 
preocupación con relación a un elemento que considero va a definir esta lucha a largo plazo en cuanto 
al carácter de las transformaciones, que tiene que ver con la formación de los recursos humanos, con 
la profesionalización de ellos. El país -no el Gobierno- ha hecho un esfuerzo muy importante en materia 
presupuestal. El sistema político ha hecho un esfuerzo muy importante, al menos hasta determinado 
momento, para crear un ámbito de vínculo, de opinión, de formación, de construcción de algo -aunque 
fuese a mediano plazo- que sostuviera el desarrollo de una política en materia de seguridad. O sea que 
hubo un esfuerzo económico y del sistema político, con discontinuidades, con problemas, cosa que 
también hay que reconocer. El señor Director General de Secretaría, Charles Carrera, hacía referencia 
a algunos de esos resultados como guía de la acción del propio Ministerio en materia de su desarrollo. 
Todos sabemos que es relativamente fácil adquirir medios, vehículos, armamento, tecnología, 
comunicaciones. Es relativamente fácil y creo que el terreno de disputa, de definición, es el de la 
formación del recurso humano y la profesionalización del personal para que pueda llevar adelante 
estas tareas. 


Asimismo, todos reconocemos que durante un muy largo período la exigencia que se le 
podía hacer a ese personal era limitada en la medida en que su nivel de ingreso era de los más 
descendidos de la Administración Pública y, por lo tanto, no incentivaba a ingresar a la profesión 
policial a un conjunto importante de ciudadanos y ciudadanas que, sin lugar a dudas, allí podrían volcar 
un esfuerzo con mayor nivel de formación, de desarrollo; y todos sabemos que los cambios que se han 
producido en materia de ingresos tampoco pueden arrojar resultados milagrosos y automáticos, sino 
que es un proceso acumulativo de formación. 


La preocupación que tengo es la de saber, según la valoración del Ministerio, cómo estamos 
como país procesando los nuevos contingentes de ciudadanos y ciudadanas que se integran a la 
Policía, cuánto hemos podido avanzar en el nivel de profesionalización y capacitación, qué es lo que se 
ha podido hacer con el personal ya existente, que sin duda aún es porcentualmente el más numeroso 
que integra los cuadros policiales, y qué estimaciones pueden hacer las autoridades del Ministerio con 
relación a los plazos, pensando que manteniendo un cierto nivel de contemplación salarial -que aun sin 
ser el ideal es muy superior al que se tenía- se pueden obtener esos resultados. 


En lo personal -no puedo manejarme con otra guía en este tema- creo que allí hay que 
dedicar un esfuerzo, diría, “sin tasa ni medida”. Cuando pregunto esto, termino acotando “en materia 
de recursos para esa formación”, para saber cuál es la evaluación que hoy tenemos al respecto. 


Agradezco la atención dispensada; esta es la única pregunta que no fue hecha, 
seguramente, no por falta de interés sino porque cada uno de los Senadores tiene una preocupación 
particular; esa es la mía y, realmente, me parece que va a definir este tema a largo plazo. 


Gracias, señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se me permite, quisiera sumar algunas preguntas que, en lo personal, me 
interesa formular. 


Los temas planteados por el señor Senador Moreira fueron muchos y todos muy importantes; 
no puedo abarcarlos todos, naturalmente, por lo que me voy a concentrar en uno que me parece que 
en las actuales circunstancias es sumamente delicado e importante y que tiene que ver con el 
allanamiento en Zonamérica. 


En función de la situación que se está viviendo en Argentina, creo que el modo en que aquí 
se dé cumplimiento a los tratados de cooperación judicial o mañana a los de intercambio de 
información tributaria, va a tener un impacto significativo en la vida del país. 


Entonces, con relación al mencionado procedimiento, me gustaría saber, en primer lugar, 
quién dirigió el operativo sobre el terreno, es decir, si fue el Juez actuante, otro funcionario judicial o 
ninguno de ellos. 


En segundo término, quiero saber si la incautación de unas 3.000 carpetas del banco -según 
los datos que me llegaron- estaba dispuesta así en la providencia judicial en función de la cual se hizo 
la diligencia, o fue una decisión tomada sobre el terreno por los funcionarios actuantes. 


En tercer lugar, quisiera saber qué actuación tuvieron los funcionarios argentinos que 
participaron de la realización del procedimiento, porque las informaciones que me han llegado hablan 
de que estas personas daban órdenes e indicaban qué cosas debían incautarse lo que, de ser cierto, 
sería realmente muy grave. 


En fin, estas son las versiones que me han llegado y quisiera conocer la versión del Ministerio 
del Interior. 


Ahora sí, el señor Ministro, o quien él disponga, podrá contestar las preguntas y comentarios 
que se han hecho. 


SEÑOR MINISTRO.- Gracias, señor Presidente. Haré dos comentarios, responderé una pregunta y 
luego cederé la palabra a quienes me acompañan. 


Uno de los comentarios que quiero hacer se refiere a las encuestas regionales. Tomé nota de 
que estamos cuartos en percepción de inseguridad, primeros como el país más pacífico de América del 
Sur y entre los dos primeros en cuanto a niveles de seguridad, y aclaro que no son encuestas nuestras. 


En cuanto a la pregunta del señor Senador Rosadilla relativa a la formación de recursos 
humanos, creo que se han volcado muchos recursos y que hubo un avance muy importante en 
formación académica. Creo que todavía falta por hacer, porque se pegó un “bandazo” en lo que tiene 
que ver con la formación práctica. Como dije, hubo un “bandazo” en ese sentido, porque antes era al 
revés. Esto lo hemos advertido y estamos conversando para ver cómo se resuelve. 


Muchas veces preguntan si se avanzó en formación académica y puedo decir que se mejoró 
muchísimo, pero nos sigue quedando un aspecto por resolver en ese sentido, que es la formación 
operativa. 


Desde diciembre del año pasado hay una Comisaría Escuela en los predios de la Escuela 
Nacional de Policía, dependiente de la Jefatura -de la Zona lll- que también sirve para la formación de 
policías oficiales y de los que ingresan al Cefocaps. Los cadetes tienen que cumplir tareas de 
seguridad y suponemos que allí va a mejorar mucho la formación práctica por la existencia de esa 
Escuela; no obstante, creemos que todavía hay que estudiar el programa en ese sentido. 


SEÑOR GUARTECHE.- Con respecto a las acciones en Zonamérica, quiero expresar lo siguiente. Dos 
días antes, la señora Jueza de Crimen Organizado actuante me llamó, solicitándome tres equipos a 
efectos de hacer allanamientos en relación con un tema de lavado de activos, sin dar más detalles. 
Decidí que fuera un equipo de la Dirección Nacional de Información e Inteligencia, uno de la Dirección 
General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas y uno de la Dirección General de Lucha contra el 
Crimen Organizado e Interpol -cada una de estas unidades trabaja con especialistas en investigación 
de lavado de activos- que tenían que estar presentes el día jueves 13, a las 8 de la mañana. Así lo 
hicieron. La señora Jueza y el señor Fiscal les dieron las directivas sobre a dónde iba cada equipo y 
qué debían incautar. 


Concretamente a la zona franca, se dirigió un equipo de la Dirección Nacional de Información 
e Inteligencia y los otros dos allanamientos fueron realizados en oficinas ubicadas en el World Trade 
Center. No sé si desde el principio, pero tengo conocimiento de que, en la zona franca, estuvo 
presente el Fiscal y, en el World Trade Center, la señora Jueza. En el caso de los elementos 
incautados, se procedió por disposición judicial y fueron llevados a un depósito de la Policía; 
obviamente, con custodia policial, por tratarse de elementos muy delicados. Allí estuvo presente por lo 
menos un contador argentino autorizado por la señora Jueza; desconozco si dio órdenes, pero sé que 
estuvo presente. Sé también que hubo un exhorto de la Justicia uruguaya hacia la Justicia argentina 
para que enviaran técnicos, a efectos de obtener información sobre el caso que se estaba investigando 
con la presencia de funcionarios de la Secretaría Nacional Antilavado de Uruguay. 


Eso es todo lo que sé. Es un procedimiento que estuvo absolutamente a cargo de la Justicia, 
en el que actuamos como auxiliares. 


Con respecto a las quejas de las que hablaba el señor Senador Moreira, en verdad no tenía 
noticias. En el Ministerio del Interior y concretamente en la Policía no recibimos ningún tipo de queja; 
obviamente, de haberlas recibido hubiéramos hecho las investigaciones del caso. 


Por tanto, es cuanto puedo informar sobre ese procedimiento. 


SEÑOR CARRERA.- Me gustaría aclarar que cuando dijimos no a la politización, no nos referíamos a 
expresiones del señor Senador Moreira, sino a manifestaciones del Círculo Policial. Consideramos que 
quien cerró las puertas al diálogo fue precisamente el Círculo Policial, que con su actuación no ha 
permitido que conversemos con ellos. En realidad, enseguida que asumimos, en el año 2010, fuimos a 
visitarlos para intercambiar opiniones sobre diferentes temas de la institución policial, lo que 
proponíamos en la Ley de Presupuesto y nuestro proyecto para ese Período. 


En lo que tiene que ver con las formas de selección del personal superior de la Policía 
Nacional, actualmente existe un mecanismo de ascenso por tercios. Un tercio corresponde a ascensos 
por antiguedad calificada -lo que se conoce como la carrera del burro a nivel de los bancarios, porque 
no se asciende por su capacidad, sino por la antigúedad en la institución- otro tercio por concurso y 
otro por selección directa. 


Cabe citar el caso del Comisario General cuyo ascenso proponemos por mitades; mitad por 
concurso y mitad por selección. Es prácticamente lo que sucede en el sistema actual. Escuchamos a 
Oficiales de la Policía y esto fue lo que aconsejaron. 


En el período anterior se hicieron muchas cosas por esta Institución. 


El señor Senador Rosadilla hacía referencia a la política de recursos humanos. Hubo 
reconocimiento y aumento del salario, muchas partidas que se cobraban en negro empezaron a 
cotizarse, por ejemplo el 222 cotiza el 100% a la seguridad social. 


Cuando asumimos, en el año 2005, teníamos algunas prioridades y cuando ganamos 
nuevamente nos encontramos con otras. La seguridad pública pasó a ser agenda de problemática de 
primer nivel a partir del año 2008. 


Es lo que quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro del Interior y a sus asesores su 
comparecencia a esta Comisión. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y11 minutos.) 
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